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JUZGADO PRIMERO CIVIL CIRCUITO DEL 

DEPARTAMENTO ARCHIPIÉLAGO DE SAN 

ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA 

 

SIGCMA 

San Andrés, Isla, Cuatro (4) de Junio del Dos Mil Veinticinco (2025)   
 

Referencia Acción de tutela 

Radicado 88-001-31-03-001-2025-00090-00 

Demandante 
Instituto Nacional de Formación Técnica Profesional de San 

Andrés Isla-INFOTEP 

Demandado Ministerio de Ciencias, Tecnologías e Innovación-Minciencias 

Auto Interlocutorio 
No. 

228 

 
 Del análisis de la presente acción de tutela, se observa que reúne los requisitos 

formales de que trata el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991, por lo cual ha de admitirse. 

 

 Por otra parte, es menester referirse a la medida provisional solicitada por la parte 

activa, consistente en que, desde ya, se ordene la suspensión temporal de la convocatoria 

No. 33 de Minciencias hasta tanto se resuelva la solicitud de amparo. 

 

Ahora bien, en el plenario, se observa que, conforme lo aseveró el libelista, su 

proyecto obtuvo una calificación de 100 puntos, por ello fue seleccionado como elegible en 

la convocatoria por la parte accionada, ocupando el 1° lugar de su seccional. 

 

Igualmente, se vislumbra que, en la última verificación de cumplimiento de requisitos 

del proyecto, se determinó que este cumplía con todos los ítems exigidos, a excepción de 

uno de ellos, donde se precisó “Verificados los documentos remitidos por la entidad INFOTEP a 

través del SUIFP-SGR el día 21 de mayo de 2025 se emiten las siguientes consideraciones: Se 

encuentran cotizaciones sin número de Nit o representación legal. (Cotización Santiago Acuña)” 

(Negrilla y subrayado fuera de texto), sin que se evidencie oportunidad para subsanar este nuevo 

punto.  

 

Así mismo, se observa que, en atención a la modificación No. 7 de la convocatoria 

No. 33, la última etapa denominada “Validación del cumplimiento de los requisitos 

establecidos en el documento de orientaciones transitorias para la gestión de proyectos de 

Inversión, o el que haga sus veces”, tuvo su cierre el día 28 de mayo del 2025. 

Consecuencialmente, surtida como se encuentra la etapa de verificación, priorización y 

aprobación, lo que prosigue es su ejecución y supervisión <ver documento denominado 

“convocatoria de la asignación para la ciencia, tecnología e innovación del sistema general de 

regalías para la conformación de un listado de proyectos elegibles para el fomento de vocaciones 

tempranas en las regiones a través de la estrategia ondas”>. 

 

Ahora bien, sin que ello constituya prejuzgamiento, de las pruebas adosadas al 

plenario, se colige “fumus boni iuris” o apariencia de buen derecho, un evidente riesgo de 

que se elija otro proyecto sobre el del accionante, se asignen los recursos destinados para 

su desarrollo, se inicie su ejecución y se cree una expectativa a otro de los interesados, lo 

cual podría generar un perjuicio irremediable no solo en los intereses del tutelante sino de 

los demás participantes de la convocatoria. 

 

Por lo tanto, se torna necesario y urgente el decreto de la medida provisional 

deprecada. Al respecto, dispone el artículo 7º del Decreto 2591 de 1991:  

 

“Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la presentación de la solicitud, 

cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá 

la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere. (…) El juez también podrá, de oficio o a 
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petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el 

derecho o a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo 

de conformidad con las circunstancias del caso. (…)”.  

 

A su turno, la Corte Constitucional mediante Auto 533 de 20161 expuso:  

 
1“2. Esas facultades del juez de tutela han sido ejercidas en diversas oportunidades por esta 

Corporación para evitar una afectación inminente de prerrogativas superiores, conjurar una 

vulneración de los derechos fundamentales mientras se emite una medida definitiva y, en general, 

precaver daños que se adviertan de las circunstancias fácticas del caso que revisa la Corte. 3. 

Habida cuenta de las finalidades de las medidas provisionales en el marco de la acción de tutela, 

éstas pueden adoptar diversas formas, lo que se desprende del tenor literal del artículo 7 del Decreto 

2591 de 1991, en el que no se refieren unas fórmulas concretas de protección, sino que se precisan 

los objetivos que deben perseguir. (…)”. 

 

Por lo antes expuesto, el Juzgado Primero Civil del Circuito del Archipiélago de San 

Andrés, Providencia y Santa Catalina, Isla, 

 

RESUELVE. 

 

       Primero: Admítase la presente acción de Tutela. 

 

       Segundo: Ténganse como pruebas los documentos aportados con el escrito de tutela. 

 

       Tercero: Vincúlese a la presente actuación a la Universidad de Cartagena, quien ocupó 

el segundo lugar como elegible y al Órgano Colegiado de Administración y Decisión 

(OCAD), encargado de evaluar, viabilizar, aprobar y priorizar los programas y proyectos que 

serán financiados con recursos del Sistema General de Regalías. 

 

        Cuarto: Notifíquese, por el medio más expedito, el presente proveído al Ministro de 

Ciencias, Tecnologías e Innovación-Minciencias, y a los representantes legales de la 

Universidad de Cartagena y del Órgano Colegiado de Administración y Decisión (OCAD) o 

quienes hagan sus veces, concediéndoles el término de dos (02) días, para que emitan un 

informe sobre los hechos que sustentan la acción constitucional, este será rendido bajo la 

gravedad del juramento, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 19 y 20 del 

Decreto 2591 de 1991. Podrán aportar los documentos y las pruebas anticipadas que obren 

en su poder; de la misma manera que se les permitirá solicitar las pruebas que pretenda 

hacer valer. Dentro del mismo término deberán remitir a este despacho, certificado de 

existencia y representación legal de la entidad y/o acta de nombramiento. Entréguesele 

copia de la acción en el acto de la notificación. 

 

        Quinto: Con el fin de evitar el periculum in mora, se decreta la medida provisional 

solicitada por el libelista. Por lo cual, se ordena a MINCIENCIAS y al OCAD que suspenda 

provisionalmente el desarrollo y ejecución de la convocatoria No. 33, hasta tanto se 

notifique el fallo de la presente acción de tutela. 

 

 

Sexto: Ofíciese a la Defensoría del Pueblo Regional San Andrés, Isla, a fin de que 

en los términos señalados en el artículo 25 del Decreto 025 de 2014, en con concordancia 

 
1 Corte Constitucional Colombiana, 9 De noviembre De 2016, Expediente T-5.744.704 M.P. Dra. Gloria  
Stella Ortiz Delgado 
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con el artículo 282 inciso primero de la Constitución Nacional, se pronuncie si a bien lo tiene 

sobre la presente acción constitucional. 

 

 NOTIFÍQUESE  

 

 

 
 

 

 
KRS 


